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JUICIO DE NULIDAD

EXPEDIENTE: TJA/4aSERA/O 1 612017 .

ACTOR:  

AUTORIDAD RESPONSABLE:
CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA DE
LA FISCALíA GENERAL DEL ESTADO.

MAGISTRADO PONENTE: MANUEL
GARCíA QUINTANAR.

Cuernavaca, Morelos; siete de septiembre dos mil
veintidós.

SENTENCIA definitiva, dictada en el juicio de nulidad
identificado con el número de expediente
TJA/4aSERA/O16120'17, promovido por 

 en contra del CONSEJO DE HONOR
Y JUSTICIA DE LA FISCALíA GENERAL DEL ESTADO.

GLOSAR¡O

Acto impugnado "Resolucion definitiva dictada en
fecha veinticinco de abril de dos
mil diecisiete, dentro de la queja
administrativa número

 por el Consejo
de Honor y Justicia de la Fiscalía
General del Estado de Morelos."
(Sic)

I
ñ
S

N
Ès
N

s
\
R

ùù

s
.S

R

\
!

\

N\
\

Autoridad
demandada

Consejo de Honor y Justicia de la
Fiscalía General del Estado.

Constitución Política del Estado
Libre y Soberano de Morelos.

Actor o demandante .

I

Constitución Local



TJN4aSERN0I6/2017

Ley de la materia

Ley del Sisúema

Tribunal u órgano
jurisdiccional

Ley de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos.

Ley del Sistema de Seguridad
Pública del Estado de Morelos.

Tribunal de J usticia Ad ministrativa
del Estado de Morelos.

ANTECEDENTES

PRIMERO. Por escrito recibido el seis de septiembre de
dos mil diecisiete,  ,
compareció ante este Tribunal, demandando la nulidad lisa y
llana de la resolución definitiva de fecha veinticinco de abril de
dos mil diecisiete, dictada por el Consejo de Honor y Justicia de
la Fiscalía General del Estado, dentro de procedimiento
administrativo número   

SEGUNDO. Una vez subsanada la prevención, la
demanda fue admitida por auto de fecha dieciocho de octubre de
dos mil diecisietel; con las copias del escrito inicial de demanda
y sus anexos, se ordenó correr traslado y emplazar ala autoridad
demandada, para que dentro del plazo de diez días formulara
contestación con el apercibimiento de ley.

Asimismo, se concedió la suspensión provisional del acto
impugnado, para efecto de que no se ejecutara la sanción de
suspensión del cargo del actor  

, como de , por treinta
días sin goce de sueldo.

TERCERO. En acuerdos de fecha veintiocho de noviembre
de dos mil diecisiete2, se tuvo por contestada la demanda en
tiempo y forma; asimismo, se tuvo por exhibida copia certificada
del expediente de responsabilidad administrativa

; en consecuencia, se ordenó dar vista al actor
por el plazo de tres días.

CUARTO. Con motivo de la emergencia sanitaria
provocada por el virus COVID-19, el día dieciocho de marzo de

l Fojas 30-32.
2 Fojas 70-71,y 84-85.
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dos mil veinte, el Pleno de este Tribunar emitió el acuerdo
PTJA/00312020, mediante al cual determinó ra suspensión de las
actividades, plazos y términos, por el periodo comprendido del
diecinueve de marzo al veinte de abril de dos mil veinte,
publicado en el Periódico oficial "Tierra y Libertad", número 5g04,
de fecha tres de abril de dos mil veinte, con la finalidad de evitar
la concentración de personas y con ello la propagación del virus
sARS-coV2 (covlD-19) para no exponer a los justiciabres,
personal y público en general que a diario acude a las
instalaciones del Tribunal; por estas mismas razones, la
suspensión de actividades se amplió hasta el día diez de julio de
dos mil veinte, en términos de los acuerdos prJ Noo4r2ozo,
PTJA/005 t2020, PTJA/006 t2020, PTJA/007 t2o2o y
PTJA/00812020, reanudándose las labores hasta eldía tres de
agosto de dos mil veinte; asimismo, de nueva cuenta el día
siete de enero de dos mil veintiuno, el Pleno de este Tribunal
emitió el acuerdo PTJA/O0112021, mediante al cual determinó ra

suspensión de las actividades, plazos y términos, por el periodo
comprendido del día ocho al día quince del mes de enero de dos
mil veinte, ampliándose posteriormente, hasta el día veintidós
de febrero de dos mil veintiuno.

QUINTO. En auto de fecha tres de noviembre de dos mil
veintiuno3, se ordenó la regularización del procedimiento a efecto
de hacer saber al demandante  

 que cuenta con un plazo de QUINCE DíAS para
ampliar la demanda.

SEXTO. Previa certificación y constancia de que el
demandante no amplió la demanda, en auto de fecha veinticinco
de enero de dos mil veintidósa, se ordenó la apertura de la
dilación probatoria por el término común de cinco días hábiles.

SÉPflMO. En acuerdo del ocho de marzo de dos mil
veintidóss, la Sala Especializada de instrucción proveyó las
pruebas ofrecidas por los contendientes, así como las recabadas
para mejor proveer.

3 Fo;a I t8.
4 Fo¡a t29.
5 Fojas 154-157.
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OCTAVO. La audiencia de ley tuvo lugar el cinco de abril
de dos mil veintidós6, haciéndose constar la incomparecencia de
las partes, y, al no existir cuestiones incidentales pendientes por
resolver, se procedió al desahogo de las pruebas ofrecidas,
pasándose a la etapa de alegatos en la que se declaró precluido
el derecho de los contendientes para ofrecerlos.

Así, al encontrarse debidamente integrado el expediente,
se declaró çerrada la instrucción, y los autos en estado de dictar
sentencia.

RAZONES Y FUNDAMENTOS

l. COMPETENGIA. Este Tribunal es competente para

conocer y resolver el presente asunto, en virtud de que se
promueve en Çontra de actos del Consejo de Honor y Justicia de
la Fiscalía General del Estado.

Lo anterior con fundamento en los artículos 1 16 fracción V
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 109
bis de la Çonstitución Local, 1, 3, 7, 85, 86 y 89 de la Ley de
Justicia Administrativa del Estado de Morelos; 1, 3 fracción lX, 4
fracción lll, 16, 18 inciso B) fracción ll, inciso l) y la disposición
transitoria segunda de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia
Administrativa del Estado de Morelos, ambos ordenamientos
legales publicados el día diecinueve de julio del dos mil diecisiete
en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad" numero 5514; 43
fracción l, inciso b), y 196 de la Ley del Sistema de Seguridad
Pública del Estado de Morelos.

II. EXISTENCIA DEL ACTO.

Por razon de método en el Juicio de Nulidad, en primer
lugar, se debe analtzar y resolver respecto a la existencia o
inexistencia del acto impugnado, pues de no existir el acto que
se impugna, por razones de lógica, resultaría ocioso ocuparse de
cualquier causa de improcedencia, u ocuparse del estudio de
fondo de la controversia planteada, es decir, que, para el estudio
de las causales de improcedencia, o de fondo, primero se debe
de tener la certeza de que son cieños los actos impugnados.

4
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En la especie, la existencia del acto impugnado se acreditó
con la copia certifTcada del expediente de responsabilidad
administrativa número , instruido por la
Visitaduría General de la Fiscalía General del Estado, en contra
del aquí demandante , de
pleno valor probatorio de conformidad con los artículos 437 y 491
del Código Procesal Civil del Estado de Morelos, aplicado
complementariamente a la Ley de la materia; dicho expediente
obra adjunto en cuerda separada.

III. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA.

Por tratarse de una cuestión de orden público y estudio
preferente, en términos de lo establecido en el último párrafo del
artículo 37 de la ley de la materia, esta potestad procede a
realizar el estudio de las causales de improcedencia, para
verificar si en la presente controversia se actualiza alguna de las
previstas en el precepto mencionado.

Del escrito de contestación de demanda no se advierte que
las autoridades demandadas hicieran valer causas de
improcedencia, ni del estudio oficioso que ha realizado este
Tribunal se advierte la existencia de alguna que impida continuar
con el estudio de fondo del presente asunto.

IV. FIJACION CLARA Y PRECISA EL PUNTO
CONTROVERTIDO.

En términos de lo previsto por el artículo 86 fracción I de la
Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, se procede
aft¡ar de manera clara y precisa el punto controvertido.

La controversia a dilucidar en el presente juicio se centra
en determinar si la resolución de fecha veinticinco de abril de dos
mil diecisiete, dictada por el Consejo de Honor y Justicia de la
Comisión Estatal de Seguridad Pública, en el procedimiento de
responsabilidad administrativa número , en la
que se impuso al    

 una sanción de suspensión del cargo
por treinta días; resulta ilegal o no, a la luz de las razones de
impugnación hechas valer.
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V. RAZONES DE IMPUGNACIÓN.

Las razones de impugnación esgrimidas por la parte
demandante se encuentran visibles de la foja ocho a la dieciséis
del sumario en cuestión, mismas que se tienen aquí como
íntegramente reproducidas en obvio de repeticiones
innecesarias, pues el hecho de omitir su transcripción en el
presente fallo, no significa que éste Tribunal en Pleno, esté
imposibilitado para el estudio de las mismas, cuestión que no
implica violación a preÇepto alguno de la ley de la materia,
esencialmente, cuando el principio de exhaustividad se colma
con el estudio de cada una de las razones de impugnación
esgrimidas por el actor.

Al efecto es aplicable el criterio jurisprudencial con el
rubro siguiente:

''CONCEPTOS DE VIOLACION O AGRAVIOS.
PARA CUMPLIR CON tOS PRINCIHOS DE
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN IAS
SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU
TRAAJSCR'PCION.'

De los preceptos integrantes del capítulo X "De las
sentencias", del título primero "Reglas generales",
del libro primero "Qel amparo en general", de la Ley
de Amparo, no se adviefte como obligación para el
juzgador que transcriba los concepúos de violación
o, en su caso, /os agravios, para cumplir çon los
principios de congruencia y exhaustividad en las
sentencias, pues fales principios se safisfacen
cuando precisa /os puntos suJ'efos a debate,
derivados de la demanda de amparo o delescrito de
expresión de agravios, /os estudia y /es da
respuesta, la cual debe estar vinculada y
corresponder a los planteamientos de legalidad o
constitucionalidad efectivamente planteados en el
pliego correspondiente, sln introducir aspecfos
distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no
exrsfe prohibición para hacer tal transcripcion,
quedando al prudente arbitrio deljuzgador realizarla
o no, atendiendo a |as características especiales del
caso, srn demérito de que para safisfacer /os
principios de exhaustividad y congruencia se
estudien /os planteamientos de legalidad o

TNoven" Época, Núm. de Registro: 16461 8, lnstañcia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J.
5812010, Página: 830
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inconstitucionalidad que efectivamente se hayan
hecho valer."

U. ANÁLISIS DE LAS RAZONES DE IMPUGNACIÓN.

Previo al estudio de los motivos de anulación, se considera
importante para establecer el contexto en que se emite el
presente fallo, mediante el relato de los precedentes del acto
impugnado, que se desprenden de la copia certificada del
expediente de responsabilidad administrativa número

, instruido por la Visitaduría General de la
Fiscalía General del Estado, en contra del aquí demandante

, que obra en cuerda
separada, de plano valor probatorio de conformidad con los
artículos 437,fracción Vll, y,491, del Código Procesal Civil del
Estado de Morelos, de aplicación complementaria a la Ley de la
materia:

1. Mediante oficio número  de fecha seis
de enero de dos mil dieciséis8, la Visitadora General de la Fiscalía
General del Estado de Morelos, instruyó a la  

 adscrita a dicha Visitaduría, el inicio de la
investigación administrativa en contra del  

, con motivo de la queja
interpuesta en su contra por el ciudadano  

2. En auto dictado con fecha siete de enero de dos mil
dieciséise, se ordenó el inicio de la investigación.

3. Mediante resolución dictada el catorce de marzo de dos
mil dieciséisl0, se ordenó el inicio del procedimiento disciplinario
en contra del    

, a quien se imputaron los siguientes
hechos:

"...una vez que se remitieron las copias certificadas
de Ia carpeta de investigación , se
inició poreldelito de Homicidio en grado detentativa,
en agravio de , y en
contra del imputado   ,

8 Fo1a2. Copia certificada del expediente de responsabilidad administrativa 
Cuerda separada.
e lbídem. Fojas 8-10.
lo lbídem. Fojas I ll5-1125.
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iniciado çon fecha veintinueve de octubre de dos mil
trece, Ia cual consta de tres tomos, asimlsmo se
adviefte que con fecha diecrséis de diciembre del
año dos mil quince, el   

, mediante escrito solicitó at LtC.
, Agente del

, y recibido por dicha agencia, tal y
como se observa mediante sello 16 de diciembre de
2015, solicitando copia certificada de la carpeta de
investigación  y del cual no se
desprende que haya recaído acuerdo alguno de la
peticion realizada por el   

atendiendo a lo anterior se advie¡te que
existen pruebas suficientes en contra del Lice ado

   
carácter Agente d Ministerio P(tblico
lnvestigador, al no haber emitido un acuerdo al
escrito que refiere elquejoso mediante elcualsolicitó
se le expidieran copias de la carpefa, es de tomar en
çuenta que lo argumentado en la queja se advierte
con claridad su omisión quedando pues claro que no
se pronunció respecto a la procedencia o
improcedencia del otorgamiento de /as copias,
incumpliendo con lo establecido en nuestra cafta
magna por cuanto a su derecho de petición,
consecuentemente se desprende que no se condujo
con apego a los principios constitucionales, tratados
internaciones y respeto a los derechos humanos, por
consiguiente tenemos pruebas suficientes que obran
en el sumario son concluyentes para tener plena
certidumbre sobre la acreditación de Ia
responsabilidad administrativa en contra del se¡yidor
p(tblico multicitado de su conducta omisiva, Io cual
dicha conducta se advierte gue se incumple a lo
establecido en los artículos 85 fraccion lV, VIll y 86
fraccion I y XX de la Ley Orgánica de la Fiscalía
General del Estado, en relacion con el 27, fraccion I
de la Ley Estatal de Responsabilidades de /os
Servidores P(tblicos..." (Sic)

3. Mediante escrito presentado el veinte de mayo de dos
mil dieciséisl1, el sujeto a proced¡miento 

 contestó la imputación administrativa
realizada en su contra.

4. En acuerdo del seis de junio de dos mil dieciséisr2, se
proveyeron las pruebas ofrecidas por las partes.

5. La audiencia de desahogo de pruebas se verificó el día
veinte de junio de dos mil dieciséisl3.

rr Fojas 1287-1293. Copia certificada del expediente de responsabilidad administrativa
    . Cuerda separada.

12 Ibídem. Fojas 1327-1329.
13 Ibíedem. Fojas 1339-1342.
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6. La propuesta de sanción se emitió por la instructora, con
fecha veintinueve de junio de dos mil dieciséisra.

7. El consejo de Honor y Justicia de la Fiscalía General der
Estado de Morelos, emitió la sentencia definitiva, er veinticinco
de abril de dos mil diecisietel5, fincando la responsabiridad
administrativa al    

, e imponiéndole como sanción, la
SUSPENSIÓN DEL CARGO SIN GOCE DE SUELDO POR
TREINTA DÍAS.

Del apartado considerativo del fallo, se aprecian las
siguientes razones y fundamentos esenciales:

^...de /as copias cotejadas de la carpeta
3 se desprende que obra escito

mecanográfico de fecha 16 de diciembre de 2015,
suscnïo por el   y dirigido
al   , en su carácter
de    o adscrito al a
Agencia de Delitos Diversos, mediante elcualsolicita
copia ce¡tificada de la carpeta referida; sin que dicho
escrito se encuentre acordado o bien obre
constancia de recibo de /as copias certificadas
solicitadas por el quejoso, conducta que trae como
consecuencia el incumplimiento de su obligacion
establecida en Ia fracción I del artículo 86 de la Ley
Orgánica de Ia Fiscalía General del Estado, al no
conducirse con apego al principio constitucional
previsto en el artículo I de la Ca¡'ta Magna, y que Ie
otorga al sujeto a procedimiento el deber de acordar
por escrito toda petición que le sea dirigida,
incurriendo en falta de diligencia al no actuar con
apego a la normatividad, dejando de obseruar los
principios que rigen el servicio público como Io es el
de imparcialidad, legalidad y eficiencia, actualizando
con ello lo dispuesto en la fracción I del aftículo 27
de la Ley Estata/ de Responsabilidades de /os
ServrUores Públicos, de aplicación supletoria a la Ley
de la materia. Sin que de actuaciones se desprenda
prueba alguna que acredite el incumplimiento a Io
dispuesto por el artículo 85 fracción lV de la Ley
Orgánica de Ia Fiscalía General del Estado.

Por lo anteriormente expuesto y fundado se
establece que Ia conducta omisiva desplegada por el

   
de responsabilidad administrativa prevista en Ia
fracción VIII del artículo 85 de Ia Ley Orgánica de Ia

ta lbídem. Fojas 1352-1371.
15 lbídem. Fojas 1372-1384.
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Fiscalía General del Estado de Morelos, toda vez
que incumplió con |as obligaciones previsfas en /as
fraccion ly XX del aftículo 86 de la Ley Orgánica de
la Fiscalía General del Estado de Morelos, en
relación con el artículo 27 fraccion I de la Ley Estatal
de Responsabilidades de /os Senzrdores P(tblicos, de
aplicación supletoria a Ia Ley de la materia, al haber
omitido acordar Ia petición de fecha 16 de diciembre
de 2015, realizada por el Ç.  
así mismo no le proporcionó las copias cotejadas de
la carpeta de investigacion , srn
causa legalmente justificada..." (Sic)

Fallo que constituye el acto impugnado en el presente
juicio de nulidad.

Analizadas las razones de impugnación esgrim¡das por
el actor se arr¡ba a la conclusión de que son infundadas en
parte e inoperantes en otra.

Primera raz6n de impugnac¡ón.

El demandante  ,
argumenta substancialmente, que altener el cargo de  

 se rige por la Ley del Sistema de Seguridad
Pública, no así por la Ley Orgánica de la Fiscalía General del
Estado, tan es así que, esta propia legislación establece en sus
artículos 72 y 88, que las sanciones emitidas por el Órgano
Colegiado, deberán ser conforme a la Ley del Sistema de
Seguridad Pública y su Reglamento; en consecuencia, al no
fundarse la sanción en la Ley del Sistema de Seguridad Pública,
deviene ilegal.

Es infundado.

Obedece a que el artículo 162 de la Ley del Sistema de
Seguridad Pública del Estado de Morelos, dispone:

.Artículo 162.- En la Procuraduría, existirá una
unidad administrativa que fungirá Çomo organo de
control interno, investigación, vigilancia, superuisión
y evaluación técnica-jurídica, denominada
Visitaduría General, Ia cual, previa la investigación
de |os hechos denunciados, y en su caso, el
desahogo del procedimiento administrativo
correspondiente, someterá al Consejo de Honor y
Justicia que para tal efecto se constituya, Ia
propuesta de sancion derivada del procedimiento
previsto en su propia Ley Qrgánica en concordancia

10
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con lo dispuesfo en Ia presente Ley."

Se advierte, que el precepto refiere que los procedimientos
de responsabilidad administrativa que se instruyan por la
visitaduría de la Fiscalía General, se instrumentarán conforme al
procedimiento previsto en su propia Ley Orgánica, empero, en
concordancia con la Ley del Sistema de Seguridad Pública del
Estado.

Hipótesis que se estima colmada en el presente caso,
puesto que el procedimiento instrumentado por la Visitaduría
General de la Fiscalía General del Estado, se apegó al
establecido en el artículo 171, de la Ley del Sistema de
Seguridad Pública, que dicta:

Artículo 171.- En los asuntos que conozcan las
Unidades de Asuntos lnternos, se abrirá un
expediente con las constancias que existan sobre el
particular bajo el siguiente procedimiento:

l. Al momento de tener conocimiento de la queja o
denuncia, contará con quince días hábiles para
integrar la investigación correspondiente,
allegándose de la información que sea necesaria, así
como de las pruebas ofrecidas por el quejoso; y, en
caso de contar con pruebas suficientes, determinará
el inicio del procedimiento administrativo, cuando la
conducta atribuida encuadre o se encuentre prevista
en el artículo 159;

ll. Concluido el término previsto en la fracción que
antecede, se citará al elemento policial sujeto a
procedimiento, para hacerle saber la naturaleza y
causa del mismo, a fin de que conozca los hechos
que se le imputan, entregándole copias certificadas
del expediente formado para tal efecto, dejando
constancia de ello;

lll. Notificada que sea elelemento, se le concederán
diez días hábiles para que formule la contestación y
ofrezca las pruebas que a su derecho convengan;
concluido el término se procederá a abrir un período
para el desahogo de las pruebas, por el término de
cinco días hábiles.

Dentro de dicho término, las partes deberán ofrecer
las pruebas que a su derecho correspondan,
relacionándolas con los hechos controvertidos;

lV. Transcurrido el término probatorio, dentro de los
tres días siguientes se dictará auto para que tenga
verificativo la audiencia de pruebas y alegatos,
debiendo contener lugar, día y hora para el
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desahogo de las mismas, con el apercibimiento de
ambas partes, que en caso de no comparecer sin
causa justificada, se llevará a cabo la audiencia,
teniéndose por precluido cualquier derecho que
pudiera ejercitar en la misma. El plazo para el
desahogo de esta audiencia no deberá exceder de
quince días hábiles;

V. En la audiencia a que se refiere la fracción
anterior, se desahogarán las pruebas ofrecidas y las
partes deberán formular los alegatos que a su
derecho convengan de manera verbal o por escrito;

Vl. Se elaborará la propuesta de sanción que se
pondrá a consideración del Consejo de Honor y
Justicia dentro de los cinco días hábiles siguientes al
cierre de la instrucción, a efecto de que éste emita la
resolución respectiva, que no deberá exceder del
término de los diez días hábiles siguientes; y

Vll. A falta de disposición expresa y en cuanto no se
oponga a lo que prevé este ordenamiento, se estará
a lo dispuesto supletoriamente por la Ley de Justicia
Administrativa en el Estado.

En efecto, el transcrito dispositivo establece que, todo
procedimiento de responsabilidad administrativa que se instruya
en contra de los elementos de seguridad pública, se abrirá un
exped¡ente con las constanc¡as que existan sobre el particular
bajo las siguientes etapas del procedimiento:

lnvestigación;

Auto de inicio de procedimiento, en el que se citará
al sujeto a procedimiento, para hacerle saber la
naturaleza y causa del mismo, a fin de que conozca
los hechos que se le imputan, entregándole copias
certificadas del expediente formado para tal efecto,
dejando constancia de ello, concediéndole el plazo
de diez días hábiles para que formule la
contestación y ofrezca las pruebas que a su
derecho convengan.

Concluido el plazo de contestación del
procedimiento, se procederá a abrÍr un período
para el desahogo de las pruebas. Una vez agotado
se verificarâla audiencia de pruebas y alegatos, en
la que se desahogarán las pruebas ofrecidas y las

o
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partes deberán formular los alegatos que a su
derecho convengan de manera verbal o por escrito.

Propuesta de sanción que se pondrá a
consideración del Consejo de Honor y Justicia, a
efecto de que éste emita la resolución respectiva. ,

Etapas que contiene el procedimiento de responsabilidad
administrativa número 6, que se instruyó en
contra del demandante  :

1. Mediante oficio número  de fecha seis
de enero de dos mil dieciséisr6, la Visitadora General de la
Fiscalía General del Estado de Morelos, instruyó ala Agente del
Ministerio Público adscrita a dicha Visitaduría, el inicio de la
investigación administrativa en contra del Agente del 

, con motivo de la queja
interpuesta en su contra por el ciudadano  

2. En auto dictado con fecha siete de enero de dos mil
dieciséisr7, se ordenó el inicio de la investigación.

3. Mediante resolución dictada el catorce de marzo de dos
mil dieciséisr8, se ordenó el inicio del procedimiento disciplinario
en contra del   

3. Mediante escrito presentado el veinte de mayo de dos
mil dieciséisre, el sujeto a procedimiento 

 contestó la imputación administrativa
realizada en su contra.

4. En acuerdo del seis de junio de dos mil dieciséis2o, se
proveyeron las pruebas ofrecidas por las partes.

5. La audiencia de desahogo de pruebas se verificó el día

16 Fojaz. Copia certificada del expediente de responsabilidad administrativa 
Cuerda separada.
rT Ibídem. Fojas 8-10.
18 lbídem. Fojas 1l 15-1125.
re Fojas 1287-1293. Copia certificada del expediente de responsabilidad administrativa

  Cuerda separada.
20 lbídem. Fojas 1327-1329.

ñ

R
È\
S)

s
\
R\\
)ì

\!

N

\
SIN

\
C\ì

N\
\

1_3



TJA44aSERN0í6/2017

veinte de junio de dos mil dieciséis2r.

6. La propuesta de sanción se emitió por la instructora, con
fecha veintinueve de junio de dos mil dieciséis22.

7. El Consejo de Honor y Justicia de la Fiscalía General del
Estado de Morelos, emitió la sentencia definitiva, el veinticinco
de abril de dos mil diecisiete23.

Consecuentemente se aprecia, que el procedimiento
disciplinario incoado en contra del demandante 

 sí se apegó a la Ley del Sistema de
Seguridad Pública del Estado de Morelos, por lo que en este
sentido la inconformidad es infundada.

Ahora bien, en cuanto a la sanción impuesta al actor
 , donde este refiere Çomo

razón de impugnación, que la sanción impuesta con base a la
Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado, deviene ilegal
puesto que debió fundarse en la Ley del Sistema de Seguridad
Pública del Estado de Morelos.

Es infundado.

Así se determina, porque si bien es cierto, la característica
de punibilidad de la doctrina general penal, que, a título de
simbiosis, es aplicable a las sanciones administrativas, dada la
naturaleza semejante e instituciones comunes con las penas, por
consiguiente, el apotegma jurídico consistente en "no hay crimen
no hay pena sin lêy", rige en materia de sanciones
administrativas. También lo es, que, una resolución en materia
de responsabilidades administrativas de servidores públicos se
encuentra debidamente fundada y motivada, cuando
la conducta se califica como infractora, en concordancia con las
disposiciones aplicables al servidor público, según su función,
cargo, puesto o comisión, está estrechamente relacionada con el
desempeño de la función pública.

Por ende, resultó correcto que la autoridad instructora y el
Consejo demandado, calificaran la imputación, con base en la
Ley Orgánica de Ia Fiscalía del Estado de Morelos, publicada en

21 lbíedem. Fojas 1339-1342.
22 lbídem. Fojas 1352-1371.
23 lbídem. Fojas 1372-1384.
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el periódico oficial número 5172, de fecha veintiséis de marzo de
dos mil catorce, -aplicable al presente asunto dado que la
conducta imputada a  ;
consiste en la omisión de acordar la petición de copias
certificadas de la carpeta de investigación  que
le fueron solicitadas en su carácter de  

 por el ahí imputado mediante el escrito que le fue
presentado presentado el dieciséis de septiembre de dos mil
quince- en razón de que en su artículo 1, dispone que su objeto
es establecer, organizar y regular las atribuciones de la Fiscalía
General y de la Fiscalía Especializada en Combate a la
Corrupción del Estado de Morelos, así como de las Unidades
Administrativas que las integran, para eldespacho de los asuntos
que al Ministerio Público le confieren la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del
Estado Libre y Soberano de Morelos y demás normas aplicables;
es decir, se trata de la Legislación que regulaba el marco jurídico
de derechos y obligaciones de actuación del demandante como
Agente del Ministerio Público, consecuentemente, el precepto
86, fracción Vlll, de la Ley Orgánica dela Fiscalía General del
Estado, sí le resultó aplicable al demandante, pues tenía fuerza
legal suficiente para obligar al servidor público a la realización de
una conducta activa u omisiva en el ejercicio de sus atribuciones
o funciones encomendadas.

En apoyo a este veredicto, se insertan los siguientes
criterios de Tribunal Federal de Justicia Administrativa:

tv-TASR-il-72
FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE
LA CONDUCTA INFRACTORA EN MATERIA DE
RESPO/VSA BILIDAD DE
tOS SERVTDORES PÚBL\COS.- Para determinar
Ia actualización de Ia conducta infractora en
principio, debe fundarse en ley, reglamento u otros
ordenamientos jurídicos gue tengan fuerza legal
suficiente para obligar al se¡yidor publico a Ia
realización de una conducta activa u omisiva en el
ejercicio de sus atribuciones o funciones
encomendadas a que se hubiere encontrado
obligado en eldesempeño de su seruicio, en relación
con el artículo 47 de la Ley Federal de
Responsaóilidades de /os Servidores P(tblicos, que
prevé en forma genérica las hipótesis jurídicas que
pueden constituirse en conductas infractoras. Por
tanto, una resolución administrativa que unicamente
enlista las funciones o atribuciones que el servidor
público debio cumplir srn fundar que dichas
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funciones existieran efectivamente a cargo del
seruidor público viola el artículo 16 Constitucional. (5)

Juicio No. 2025A97.- Sentencia de 14 de octubre de
1998, aprobada por unanimidad de votos.-
M ag i strado I n structor: Se rgio M artí nez Rosas/anda. -
Secretaria: Lic. Adriana Domínguez Jiménez.
R.T.F.F. Cuafta Epoca. Año ll. No. L Mazo 1999. p.
79
VII-ÇASE-JL-10

SERVIDORES PUBLICOS, FUNDAMENTACION Y
MOTIVACION DE
LA CONDUCTA INFRACTORA.- La característica
de punibilidad de la doctrina general penal, a título
de simóiosis, es aplicable a /as sanciones
administrativas, dada la naturaleza semejante e
instituciones comunes Çon /as penas. Por
consiguiente, el apotegma jurídico consistente en
"no hay crimen no hay pena sin ley", rige en materia
de sanciones administrativas. En esa línea de
pensamiento, una resolución en materia de
responsabilidades administrativas
de se¡vidores públicos se encuentra debidamente
fundada y motivada, cuando la conducta calificada
como infractora, en concordancia con /as
disposiciones aplicables al servidor público, seg(tn
su función, cargo, puesto o comisión, esfá
estrechamente relaçionada con el desempeño de Ia
funcion pública de que se trate, esfo eg que de
manera individualizada Ia autoridad sancionadora
analice la conducta infractora, a la luz de la
normatividad aplicable, en razón de Ia función que
desempeña el servidor publico.

J u icio Co nte ncioso Admi n istrativo N ú m. 1 3/4435-24-
01-02-08 OL.- Resuelto por la Sala Especializada en
Juicios en Línea del Tribunal Federal de Justicia
Fiscal y Administrativa, el 15 de octubre de 2014, por
unanimidad de votos.- Magistrado lnstructor:
Gonzalo Romero Alemán.- Secretario: Lic. Javier
Ramírez Fragoso.

R.T.F.J.F.A. Séptima Epoca. Año V. No. 45. Abril
2015. p.252

Asimismo, apoya el siguiente precedente federal:

'RESPO/VSABILI DADES ADMI N ISTRATIVAS DE
ros SERVIDaRES puBLtCOS. CONDICIO^/ES
QUE DEBEN SATISFACER tAS LEYES
RELATIVAS, EN RELACION CON tOS
ASPECTOS DE TAXATIVIDAD EN EL DERECHO
ADMI N I STRATIVO SAN CI O N AD O R.21

u Registro digital: 2Q19469.lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Décima
Epoca. Materias(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: 1.4o.4.156 A (10a.).
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En el ámbito delderecho administrativo sancionador,
en especial, en lo concerniente a los aspecfos de
taxatividad, basta que el núcleo esencialo básico de
la conducta reprochada como falta esté previsto en
la ley, siendo innecesaria o superflua la remisión a
regulaciones administrativas, como por ejemplo, los
manuales de organización, para que se cumpla con
el principio de legalidad y dicha norma sea de
obse¡vancia obligatoria. Ello se debe a que el
mandato de tipificación es una fórmula técnica que
integra las condiciones de previsión y certeza de la
disposición legal, a efecto de que las infracciones y
/as sanciones no só/o estén previstas con
anterioridad a que se produzca la conducta
enjuiciable (lex previa), sino que esa descripción
tenga un grado de precisión tal (lex cerfa), que
incluya: i) las conductas; ii) Ias sanciones, así como
iii) Ia metodología para aplicarlas, expuestas con un
grado de precisión que prive al operador jurídico de
cualquier veleidad, creativa, analógica o
simplemente desviada de Ia letra de Ia ley. Portanto,
en materia de responsabilidades administrativas de
los seruidores públicog es rnnecesario que las leyes
relativas contengan exactamente la conducta
infractora, pues basf a con que sean idóneas para
predecir, con suficiente grado de seguridad esa
conducta, /as sanciones correspondientes y /as
condiciones para su individualización. Todo esto, en
el entendido de que respondan y sean pertinentes
para la obse¡vancia de |os principios constitucionales
inherentes al desempeño de los seruidores p(tblicos,
de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y
eficiencia, previstos en elartículo 109, fracción IIl, de
Ia Constitución Política de /os Esfados Unidos
Mexicanos."

Finalmente, el demandante  
afirma que la integración del Consejo de Honor y

Justicia de la Fiscalía General, se opone a lo establecido en el
artículo 178 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del
Estado de Morelos.

Argumento que deviene infundado.

Es así, porque el artículo 178, de la Ley del Sistema de
Seguridad Pública del Estado de Morelos, vigente el día de la
emisión del acto impugnado, es decir, reformado mediante

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 64, Mazo de 2019,
Tomo lll, página 2784.Tipo: Aislada.
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Decreto número 1310, publicado en el Periódico Oficial "Tierra y
Libertad" número 5172 de fecha veintiséis de marzo de dos mil
catorce; determinaba la integración del Consejo de Honor y
Justicia, de la siguiente maneral

"Artíçulo 178.- - Los Consejos de Honor y Justicia
estarán integrados por los siguientes funcionarios
esfafales o sus equivalentes en e/ ámbito municipaL

l. El titular o el representante que éste designe de la
institución de seguridad p(tblica correspondiente,
quien fungirá como presidente pero sólo contará con
voz;

Il. Un representante del Secretariado Ejecutivo
Estatal, quien interuendrá en los ConseTbs de Honor y
Justicia Estatales y Municipales;

lll. Un representante del Secretariado Ejecutivo
Municipal, en su caso,'

lV. Un representante de la Secretaría de Gobierno;

V. Un representante de Ia Secretaría de Contraloría;

Vl. Derogada;

Vll. Dos vocales ciudadanos, que serán designados
por el Consejo Estatal o Municipal de Seguridad
Publica, segun sea e/ caso, y

VIII. Eltitular de Ia Visitaduría General o de Ia Unidad
de Asuntos lnternos, quien fungirá como secretario
técnico y sólo tendrá derecho a voz;

El cargo de consejero de honor y justicia será
honorífico y deberá acreditar el peffil de licenciatura
en derecho, con excepción de las fracciones I y Vll.
En el caso de Ia Fiscalía, toda vez que goza de
plena autonomía constitucional, integrará su
Consejo de Honor y Justicia de acuerdo a lo que
establezca su propia ley orgánica."

Así, conforme a la Ley Orgánica de la Fiscalía General del
Estado de Morelos, en vigor en la época de la emisión del acto
impugnado, es decir, publicada en el Periódico Oficial número
5172, de fecha veintiséis de marzo de dos mil catorce,
determinaba la integración del Çonsejo de Honor y Justicia de la
Fiscalía General del Estado de Morelos, de la siguiente manera.

'Artículo 67.- El Consejo de Honor de la Fiscatía
General, estará integrado por /os Consejeros
siguientes:

18
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I. EI Titular de la Fiscalía o el representante que éste
designe, quien fungirá como Presidente, contará con
voz y voto de calidad en caso de empate;

ll. Un representante del Secretariado Ejecutivo
Estatal, que contará con voz y voto;

IIl. Un representante de la Secretaría de Gobierno,
que contará con voz y voto;

lV. Un representante de Ia Secretaría de la
Contraloría, que contará con voz y voto;

V. Un representante del Consejo Ciudadano de
Seguridad Morelos, que contará con voz y voto, y

Vl. EI Titular de Ia Visitaduría General, quien fungirá
como Secretario Técnico y sólo tendrá derecho a voz.

El cargo de Consejero de Honor y Justicia será
honorífico y deberá acreditar el perfil de licenciatura
en derecho, con excepción del vocal señalado en Ia
fracción V."

Integración a Ia que se apegó la autoridad demandada:

1.   . Representante de
Presidente del Consejo de Honor y Justicia;

2. . Representante del
Secretariado Ejecutivo ;

3. s, Representante de la
Secretaría de Gobierno;

4.   
Secretaría de la Contraloría;

Representante de la

5. , Representante del Consejo
de Participación Ciudadana; y

6. . Secretario
Técnico.

De esta manera se constata, que el Consejo de Honor y
Justicia de la Fiscalía General del Estado, al emitir el acto
imþugnado, se encontraba correctamente integrado; por tanto,
se reitera lo infundado del agravio del demandante.
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Segunda Razón de impugnación.

El demandante  ,
argumenta esencialmente, que no existen parámetros en la Ley
Orgánica de la Fiscalía General del Estado, que establezcan los
procedimientos para tazar las conductas, quedando al libre
arbitrio el operador jurídico, por lo tanto atenta en contra del
principio de exacta aplicación de Ia Ley.

Es infundado.

Se determina así, toda vez que, en el acto impugnado,
concretamente en su apartado considerativo TERCERO, la
autoridad demandada se constriño a determinar la imposición de
la sanción de conformidad con los artículos 72 en relación con el
88, de la Ley Orgánica de la Fiscalía del Estado de Morelos,
publicada en el periódico oficial número 5172, de fecha veintiséis
de marzo de dos mil catorce, -aplicable al presente asunto dado
que la conducta imputada a  

 consiste en la omisión de acordar la petición de
copias certificadas de la carpeta de investigación

 que le fueron solicitadas en su carácter de
, por el ahí imputado mediante el

esçrito que le fue presentado el dieciséis de septiembre de dos
mil quince-, que dictan:

.Artículo 72.- La resoluciones para la aplicacion de
sanción, deberán estarfundadas y motivadas, en las
que se deberá tomar en consideración /as
c i rc u n sta n c i as sþuienfes:

I. La gravedad de Ia infraccion;
ll. Las circunstancias económicas del sujeto a
procedimiento;
lll. Los antecedentes, el nivel jerárquico y sus
co n d i ci o n es personales;
IV. Las circunstancias exteriores y /os medios de
ejecución;
V. La antigüedad en el seruicio, y
Vl. La reincidencia que haya concluido con sanción."

.Artículo 88. Las sanciones por incurrir en /as causas
de responsabilidad a que se refiere esta Ley, serán,
conforme a lo previsto por la Ley del Sistema de
Seguridad P(tblica del Estado de Morelos y su
Reg I am ento, I as sig u ie ntes :

I. Amonestación;
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ll. Apercibimiento;

lll. Arresto hasta por veinticuatro horas;

lV. Multa por el equivalente de una o hasta quince
veces el valor diario de la Unidad de Medida y
Actualización;

V. Cambio de adscripción;

V/. Suspensión del cargo, sin goce de sueldo, hasta
por treinta días;

VIl. Separación delcargo, o

Vlll. Inhabilitación del cargo. La sanción prevista en
Ia fracción lll del presente a¡tículo, só/o será
aplicable para Los agentes de Ia Policía de
I nvestig ación Cri mi n al."

Dichos preceptos establecen que la autoridad resolutora,
en el caso el Consejo de Honor y Justicia de la Fiscalía General
del Estado, podrá imponer las sanciones de amonestación,
apercib¡miento, multa, camb¡o de adscripción, suspensión,
separac¡ón ylo inhabilitación del cargo, debiendo evaluar
prev¡amente, la gravedad de la infracción; las circunstancias
económicas delsujeto a procedimiento; los antecedentes, el nivel
jerárquico y sus cond¡ciones personales; las circunstancias
exteriores y los medios de ejecución; la antigüedad en el servicio,
y la reincidencia que haya concluido con sanción.

Dispositivos que se aprecian apegados a los principios de
legalidad y seguridad jurídica contenidos en los artículos 14 y 16

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
razón de que el servidor público no queda en estado de
incertidumbre sobre las consecuenc¡as jurídicas de su conducta
infractora, pues tiene la seguridad de que, en caso de incurrir en
el incumplimiento de alguna de las obligaciones que establece su
rnarco jurídico de actuación, su conducta podrá ser sancionada,
atendiendo a la ponderación de los elementos como son, las
circunstancias económicas del sujeto a procedimiento; los
antecedentes, el nivel jerárquico y sus condiciones personales;
las circunstancias exteriores y los medios de ejecución; la
antigüedad en el servicio, y la reincidencia que haya concluido
con sanción.

Estos márgenes legislativos sirvieron para limitar el

ejercicio de la atribución conferida a la autoridad demandada, a
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fin de que la decisión adoptada, no pueda ser producto de una
conducta arbitraria.

En apoyo se inserta el siguiente precedente federal

,'RESPOA/SA BILIDADES ADMI NISTRATIVAS DE
¿OS SERY'DORES PÚBLICOS, IOS ARTíCULOS
72 Y 80 DE LA LEY RELATIVA EN EL ESTADO DE
AGUASCALIENTES, /VO VIOLAN ¿AS
GARANTíAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD
JTTRíDICA,25

Los citados preceptos no violan las garantías de
legalidad y seguridad jurídica contenidas en los
artículos 14 y 16 de la Constitución Política de /os
Esfados Unidos Mexicanos, en razón de que el
servidor p(tblico no queda en estado de
incertidumbre sobre /as consecuencias jurídicas de
su conducta infractora, pues tiene la seguridad de
que, en caso de incurrir en el incumplimiento de
alguna de las obligaciones gue establece el añículo
70 de la Ley de Responsabilidades de /os Servidores
Ptiblicos del Estado de Aguascalientes, su conducta
será considerada como grave atendiendo a la
ponderación de los elementos que el diverso artículo
82 establece, como son Ia frecuencia de la falta, las
circunstancias económicas del servidor público, Ia
jerarquía del puesto y la responsabilidad que
implique, Ia antigüedad en el seruicio y el monto del
beneficio, daño o perjuicio económico derivado de la
falta o incumplimiento de las obligaciones. Esfos
márgenes legislativos si¡ven para limitar el ejercicio
de la atribución conferida a la autoridad, a fin de que
la decisión que ésta adopte, al calificar como grave
Ia infracción en cada caso concreto, no pueda ser
producto de una conducta arbitraria, pues no podrá
declarar esa gravedad srn ajustarse a esos
elementos."

Con esa base, se aprecia que la autoridad demandada,
determinó que.

l. La infracción no es grave;
ll. Que el sujeto a procedimiento percibe un salario de

$12,260.22;
lll. Que la conducta del sujeto a proced¡miento no

respondió a intereses económicos, es decir, no tuvo fines de
lucro;

25 Registro digital: 161986. lnstancia: Primera sala. Novena Época. Materias(s):
Constitucional, Administrativa. Tesis: 1a. LXVll2}l 1. Fuente: Semanario Judicial de
la Federación y su Gaceta. Tomo XXXlll, Mayo de 2011, página 238. Tipo: Aislada.
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lV. Que no existe causa que justifique la conducta
infractora;

V. Que no es reincidente; y
VI. Las circunstancias personales del sujeto a

procedimiento derivadas de su expediente personal.

Concluyendo así en la imposición de la sanción de la
suspensión del cargo sin goce de sueldo por treinta días.

Ergo, se reitera lo infundado de la razon de impugnación
de actor, máxime que no emite argumento alguno que combata
la determinación de la autoridad demandada en cuanto a los
citados factores que la autoridad demandada tomó en
consideración para la imposición de la sancíón.

Tercer motivo de anulación.

Se compone de diversos argumentos que a continuación
se analizan:

a) El demandante afirma que al desempeñarse como
Agente del Ministerio Público adscrito a la Fiscalía General de
Estado de Morelos, la Ley especial que rige el procedimiento es
la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Morelos.

Dicha inconformidad ya ha sido analizada y declarada
infundada en la resolución de la primera de los motivos de
impugnación, cuyas razones y fundamentos se invocan en este
apartado, como si a la letra se insertasen en obvio de
repeticiones ociosas.

b) La sanción de suspensión del cargo que le fue impuesta
es inexistente, toda vez que el artículo 197 de la Ley del Sistema
de Seguridad Pública del Estado, únicamente prevé la
suspensión del cargo como medida cautelar.

Argumento que deviene infundado, toda vez que en la
resolución de la segunda razôn de impugnación se determinó
que la imposición de las sanciones establecidas por el Consejo
de Honor y Justicia de la Fiscalía General del Estado de Morelos,
con base en la Ley Orgánica de la Fiscalía Genera! del Estado
de Morelos, es apegada al principio de legalidad.
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En este sentido se advierte que tanto el artículo 88, de la
Ley Orgánica de la Fiscalía del Estado de Morelos, publicada en
el periódico oficial número 5172, de fecha veintiséis de marzo de
dos mil catorce, -aplicable al presente asunto dado que la
conducta imputada a  
consiste en la omisión de acordar la petición de copias
certificadas de la carpeta de investigación , que
le fueron solÍcitadas en su carácter de  

, por el ahí imputado mediante el escrito que le fue
presentado el dieciséis de septiembre de dos mil quince-, como
el artículo 124, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del
Estado de Morelos, establecen la suspensión temporal de
funciones como una sanción aplicable en caso de infracciones
administrativas.

Así, contrario a lo que argumenta el inconforme, la
suspensión del cargo esta contemplada como sanción en ambas
legislaciones, por tanto, su argumento se sustenta en una
premisa inexacta que no combate las razones y fundamentos de
la autoridad demandada, consecuentemente, resulta
inoperante.

c) Los artículos 162 de la Ley del Sistema de Seguridad
Pública del Estado de Morelos y el 52 de la Ley Orgánica de la
Fiscalía General del Estado, confiera competencia a las unidades
de asuntos internos de la comisión estatal, los municipios y a la
Visitaduría General, determinando que la propuesta de sanción
se emite conforme a la Ley del Sistema de Seguridad Pública del
Estado de Morelos, en consecuencia, la sentencia del Consejo
de Honor y Justicia de la Fiscalía General del Estado, al no
fundarse en la Ley especial, carece de los requisitos formales y
presenta ausencia de motivación y fundamentación,
actualizândose su nulidad.

Argumento que resulta inoperante, toda vez que, en la
resolución de la primera razón de impugnación, este Tribunal ha
concluido que tanto la instrumentación del procedimiento como
la imposición de la sanción, se ajustan a la legalidad;
razonamientos y fundamentos que se tienen por reproducciones
aquí como si a la letra se insertaren en obvio de repeticiones
inútiles.

Por tanto, si en el caso el actor  
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, no controvierte las razones y fundamentos del acto
impugnado, sino que se limita a afirmar que carece de
fundamentación y motivación, es evidente que sus argumentos
son inoperantes por insuficientes.

d) En esencia, el demandante sostiene que la autoridad
demandada carece de competencia para imponerle la sanción de
suspensión del cargo por treinta días.

Argumento que es inoperante, toda vez que no
controvierte las razones y fundamentos que en el acto
impugnado plasmó el Consejo de Honor y Justicia de la Fiscalía
General del Estado de Morelos, para fundar su competencia.

e) El demandante aduce medularmente, que la propuesta
de sanción se emitió el veintinueve de junio de dos mil dieciséis,
en tanto que la sentencia definitiva se dictó el veinticinco de abril
de dos mil diecisiete, es decir, diez meses en exceso del plazo
de diez días hábiles previsto en el artículo 60, fracción V, de la
Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado
de Morelos.

Es inoperante.

Obedece a que la dilación en el dictado de la sentencia
definitiva no se advierte que trascienda a la nulidad del acto
impugnado.

Para exponer esta conclusión, se considera necesario
considerar el contenido de la tesis de jurisprudencia del Alto
Tribunal que a continuación se señala:

'RESPO/VSA BILIDADES ADMINISTRATIVAS DE
tOS SERY/DORES PUBLICOS. LA
CONSECUENCIA DE QUE LA AUTORIDAD NO
RESUELVA EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO
EN EL PLAZO PREVISTO POR EL ARTíCTJLO 21,
FRACCION III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA
(ABROGADA), ES LA PRESCTpCrcU DE SU
FACULTAD PUNITIVA Y NO LA CADUCIDAD DE
DICHO PROCEDIMIENTO POR INACTIVIDAD
PROCESAL26.

26 Época: Décima Época. Registro: 2018416.lnstancia: Pleno. Tipo de Tesis: Jurisprudencia.
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 60, Noviembre de 2018, Tomo
l. Materia(s): Administrativa. Tesis: P.lJ. 31 12018 (1 0a.). Página: 1 2.
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El artículo 34 de la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de /os
Servrdores Públicos, vigente hasta el 18 de julio
de 2017, dispone que el plazo para que prescriba
la facultad punitiva de Ia autoridad es de 3 o 5
años, dependiendo de la gravedad de Ia
infracción, segun elcaso, elcualempieza a cerrer
una vez que se cometa ésta y se suspende çon
/os actos procesales que se realicen,
reanudándose desde eldía siguiente alen que se
hubiere practicado el último acto procedimental o
realizado la ultima promoción; por su pañe, el
aftículo 21, fracción lll, del ordenamiento indicado
fija el plazo de 45 días, con Ia posibilidad de
ampliarlo por otro igua[ para que Ia autoridad
dicte la resolución correspondiente, sin establecer
una consecuencia para el caso de que no se
resuelva en ese plazo. En ese sentido, de la
interpretacion conjunta de los preceptos referidos
se advierte que la consecuencia de que la
autoridad no resuelva elprocedimiento en elplazo
legal es la prescripción de su facultad punitiva y
no la caducidad del procedimiento por inactividad
procesal; de esta manera, el plazo atinente a Ia
prescripción inicia una vez que se cometa la
infraçción, se suspende con los acfos procesa/es
que .Se realicen y se reinicia automáticamente el
día siguiente a aquel en que se dejó de actuar,
incluido el incumplimiento al plazo de la autoridad
para la resolución del procedimiento disciplinario,
pero unicamente por el tiempo remanente del
plazo total prescriptivo, es decir, sila autoridad no
resuelve dentro de /os 45 o 90 días previa
justificación, la consecuencia será la prescripción
de su facultad sancionatoria, siempre y cuando
haya transcurrido el plazo genérico de 3 años o
de 5 años, dependiendo de Ia gravedad de la
infracción cometida; cabe destacar que el hecho
de que Ia autoridad no resuelva en el plazo
respectivo el procedimiento sancionatorio, podría
significar un incumplimiento en sus obligaciones y
deberes, por el que podría hacerse acreedora a Ia
sanción disciplinaria que conesponda de
conformidad con Ia fracción XXIV del artículo 8,
en relación con el diverso 17, de la ley de Ia
materia. Aunado a lo anterior, la autoridad
responsable del procedimiento sancionatorio no
podrát emitir ningún otro acuerdo o acto tendente
a interrumpir el plazo prescriptivo o dirigido a
dilatar Ia resolución coffespondiente, pues es un
procedimiento en el que ya se ha cerrado la
instrucción, exrsfe la audiencia respectiva y
únicamente esfá pendiente el dictado de la
resolución en la que se determine Ia existencia o
no de las responsabilidades fincadas al seruidor
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público de que se trate, Io que genera seguridad
y certeza jurídica tanto a Ia ciudadanía como al
propio seruidor p(tblico investigado, pues se sabe
con exactitud el momento en que la autoridad ya
no podrá realizar alguna acción en contra del
seruidor sujeto a un procedimiento sancionatorio
o, en su casq imponer la sanción
correspondiente."

Ejecutoria de la que se aprecia, que la consecuenc¡a de
que la autoridad no resuelva el procedimiento en el plazo
legal es la prescr¡pc¡ón de su facultad punitiva y no la
caducidad del procedimiento por inactividad procesal; de
esta manera, el plazo atinente a la prescripción inicia una vez que
se cometa la infracción, se suspende con los actos procesales
que se realicen y se reinicia automáticamente el día siguiente a
aquel en que se dejó de actuar, incluido el incumplimiento al
plazo de la autoridad para la resolución del procedimiento
disciplinario, pero únicamente por el tiempo remanente del plazo
total prescriptivo, es decir, si la autoridad no dictó el fallo
definitivo dentro de los diez días a que se refiere la fracción
V del artículo 60, de la Ley Orgánica de la Fiscalía del Estado
de Morelos, publicada en el periódico oficial número 5172, de
fecha veintiséis de marzo de dos mil catorce, -aplicable al
presente asunto dado que la conducta imputada a 

 consiste en la omisión de acordar la
petición de copias certificadas de la carpeta de investigación

, que le fueron solicitadas en su carácter de
, por el ahí imputado mediante el

escrito que le fue presentado el dieciséis de septiembre de dos
mil quince-, la consecuencia será la prescripción de su facultad
sancionatoria.

En este sentido, el artículo 60, fracción Vl, de la citada Ley
Orgánica de la Fiscalía General del Estado, remite a la
supletoriedad de la Ley Estatal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos, la cual en su artículo 71, -aplicable al
presente asunto dado que la conducta imputada a 

 consiste en la omisión de acordar la
petición de copias certificadas de la carpeta de investigación

, que le fueron solicitadas en su carácter de
 , por el ahí imputado mediante el

escrito que le fue presentado el dieciséis de septiembre de dos
mil quince- establecía que la prescripción de la facultad
sancionadora prescribía en el plazo de tres años.
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Ergo, si en el caso, la falta se generó con motivo del escrito
presentado el dieciséis de septiembre de dos mil quince, y la
resolución se dictó el veinticinco de abril de dos mil diecisiete, es
evidente que la prescripción negativa no se actualizó, por tanto,
se reitera, el disenso es inoperante.

f) Finalmente, el demandante argumenta que el Consejo
de Honor y Justicia demandado, debió acoger la fracción V, del
artículo 60 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del estado
de Morelos, pues si consideró que no existió reincidencia y la
falta no es grave y no se obtuvo lucro indebido, entonces debió
abstenerse de imponer sanción alguna.

Es inoperante.

Es así de concluirse, porque la fracción V, del artículo 60
de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado, establece
como una facultad potestativa el prescindir de imponer sanción,
solo cuando concurran dos hipótesis:

a) Que se trate de la primera sanción a imponer; y
b) S¡ la infracción no es calificada como grave.

Sin embargo, al analizar la sanción a imponer la autoridad
demandada, precisamente en cuanto al elemento consistente en
"los antecedentes, niveljerárquico y condiciones personales", se
percató de que el sujeto a procedimiento contaba con un
antecedente administrativo consistente en el procedimiento

, en el cual se le impuso una multa equivalente a diez
días de salario mínimo.

En este orden de ideas, se aprecia que no se actualizó la
facultad potestativa de la autoridad demandada para abstenerse
de sancionar al demandado, en consecuencia, el argumento del
actor es inoperante.

VII. EFECTOS DE LA SENTENCIA

Atendiendo a que las razones y fundamentos expuestos por
el demandante, han resultado infundados e inoperantes, lo
procedente conforme a derecho es confirmar la legalidad del
acto impugnado, consistente en la resolución de fecha
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veinticinco de abril de dos mil diecisiete, dictada por el Consejo
de Honor y Justicia de la Comisión Estatal de Seguridad Pública,
en el procedimiento de responsabilidad administrativa número

, en la que se impuso al Agente del Ministerio
Público , una sanción de
suspensión del cargo por treinta días.

En consecuencia, se levanta la suspensión provisional del
acto impugnado concedida en auto del dieciocho de octubre de
dos mil diecisiete.

Por lo expuesto y fundado, este Tribunal

RESUELVE

PRIMERO. Este Tri nal Pleno es competente para
conocer y resolver el pres asunto de conformidad con los
razonamientos vertidos en I primer punto de las razones y
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solución
"þ.

SEGUNDO. Son l'hoperantes e infundadas las razones de
impugnación hechas valer por el demandante 

, en consecuencia;

TERCERO. Se cq$firma la legalidad del acto impugnado

CUARTO. se levanta la suspensión provisional del acto
impugnado concedida en auto del dieciocho de octubre de dos
mil diecisiete.

QU¡NTO. En su oportunidad archívese el presente asunto
como total y definitivamente concluido.

NOTIFIQUESE personalmente al actor; por oficio a la
autoridad responsable.

Así, por unanimidad lo resolvieron y firmaron los
integrantes del Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos, Magistrado Presidente JOAQUíru nOOUe
GONZÁLEZ CEREZO, Titular de la Quinta Sala Especializada en
Responsabilidades Administrativas2T; Licenciado MARIO

27 Ibidem
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çÓfuleZ LOPÊZ, Secretario de Estudio y Cuenta habilitado en
funciones de Magistrado de la Primera Sala de lnstrucción28;

Magistrado Licenciado en Derecho GUILLERMO ARROYO
CRUZ, Titular de la Segunda Sala de lnstrucción; Magistrado
Doctor en Derecho JORGE ALBERTO ESTRADA CUEVAS,
Titular de la Tercera Sala de lnstrucción; y, Magistrado
Licenciado en Derecho MANUEL GARCíA QUINTANAR,
Titular de la Cuarta Sala Especializada en Responsabilidades
Administrativas2e, ponente en el presente asunto; ante la
Licenciada ANABEL SALGADO CAPISTRÁN, Secretaria
General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
DEL ESTADO DE MORELOS EN PLENO

MAGISTRADO P TE

CEREZO
NTA SALA PECIALIZADA EN

ESPONSABILIDADES A NISTRATIVAS

LICENCIADO EZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y BILITADO EN

FUNCIONES DE MAGISTRADO D MERA SALA DE
INSTRUCCION

LICENCIAD YO CRUZ
TITULAR DE LA S DE INSTRUCCIÓN

MActsrRAbo

28 En términos del artículo 70 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de
Morelos; 97, segundo párrafo del Reglamento lnterior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado
de Morelos, y el acuerdo PfJN23l2O22, aprobado en la Sesión Extraordinar¡a número trece de fecha
veintiuno de junio de dos mil veintidós.
2e En términos del artículo 4 fracción l, en relación con la disposición Séptima Transitoria de la Ley
Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, publicada el día 19 de julio de
2017 en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad" número 5514.
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D. EN DA CUEVAS
TITULAR c SALA DE INSTRUCCIÓN

MAGISTRA

LIC. EN D. UEL GARcíR ourruTANAR
TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA EN

RESPONSABILIDADES NISTRATIVAS

s raníe ce RA DE ACUERDOS

LICENCIADA Do cAPrsrnÁru

La Licenciada ANABEL cnpsrnÁru , Secretaria General de Acuerdos,
CERTIFICA: la presente hoja firmas e a la resolución emitida por este
Tribunal de Justicia Admin del de Morelos, en el expediente número
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contra del CONSEJO D
ESTADO; misma que fu
de dos milvei c

HONOR
 L en

DE LA FISCALíA GENERAL DEL
Pleno del día siete de septiembre

JORGE
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- En términos de lo previsto en los artículos 6 fracciones IX y X de la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados; 3 fracción XXI, 68 fracción VI, 113 y 116 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; y 3 fracciones XXV y 
XXVII, 49 fracción VI, 84, 87 y 167 de la Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de Morelos, en esta versión publica 
se suprime la información considerada legalmente como reservada o 
confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.  
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